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EJANA y pasada parece la 
época en la que se conside­
raba a Espai1a un claro 
país productor de materias 

primas con destino a aquella~ na­
ciones europeas que acababan de 
salir d e la Revolución Industrial. 
Gran Bretaña y Francia. principal­
mente, y Alemania y Bélgica. en 
menor medida, se habían preocupa­
do a principios del siglo actual de 
tener asegurad o el ubastecimien to 
del mineral español; mineral met~tli­
co, pues el carbó n existiu en más 
cantidad y de mejor calidad en sus 
propios suelos. Pero el abara ta­
mien to del transpo rte, con barcos 
de gran to nelaje, el halJ a¿go de 
buenos criaderos y, muchas veces, 
una mano de obra barata contribu­
yeron a que después de la 11 Guerra 
Mundial se impusieran algunos paí­
ses ultramarinos (Australia, Brasil. 
Venezuela, Angola, Canadá, etc.) 
como los centros de producción de 
materia prima mineral y a que el 
papel de la producción minera es­
pañola pasase a un tercer o cua rto 
plano. Pero esta falrn de protago­
nismo en el escenario económico no 
ha significado, en modo alguno. su 
desaparició n y, por supuesto, s u o l­
vido. El desarrollo de minerías que 
en el pasado se co nsideraban de 
menor importa ncia. como la extrac­
ción de productos de ca ntera (pie­
dras o rnamentales. urcillas especia­
les, cte.) es tumbién unu caractcris-
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Lica a destacar en la actual si tuación 
minera espa 11ola . 

Es bien sabido que pocas uctivi­
dades p roductivas hay tan sensibles 
a los vaivenes del mercado como la 
minería. Ejemplos prox1mos: la 
reactivación de la minería del car­
bón en la segunda mitad de la dé­
cada de los setenta a coni.ccuencia 
de la crisis energética o la actual 
reacti vació n de la minería de los 
sulfuros polimet~1licos originada por 
el relanzamienlo de la industri a 

europea. Y estos altibajos junto a la 
incertidumbre sobre la realidad en 
la profundidad de la tierra hacen 
frecuentemente propicia a la especu­
lación la titularidad de los derechos 
mineros. 

Tan no ha caído en el olvido la 
actividad minera española que se 
puede decir que actualmente alrede­
dor de un 1 O por 100 del suelo na­
ciona l tiene compro metida de algu ­
na fo rma la titult1ridad de sus dere­
chos de explotación minera. Y un 

Vista de los vacles de una mina metálica a cie lo abierto. 
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10 por JOO es una extensión lo sufi­
cientemente importante como para 
que no se ignore a la hora de elabo­
rar un Catastro que, parafraseando 
al Exmo. Sr. Secretario de Estado 
de Hacienda, debe ser un punto de 
encuentro de toda la información 
asociada a los inmuebles. 

Relacionar M ineria y Catastro 
obliga a estudiar, aunque sea sólo 
esquemáticamente, la actual situa­
ción de Ja actividad minera espa1i o­
la en relación a las tres principales 
aspiraciones del Catastro: 

• Como registro público que de­
fina titularidades de manera obliga­
toria. 

• Como instrumento de planifi­
cación urbana y diseño industrial. 

• Como instrumento tributario. 

Titularidad 

¿De quién son las minas? 

Jugando con las palabras se 
puede decir que es de dominio p(1-
blico la respuesta; los recursos mi­
nerales son del Estado. pero tal 
contestación. aun siendo cierta. ne­
ces11a matizarse. 

Los especialistas en la materia. a 
la hora de hacer la obligada clasifi­
cación. agrupan en tres tipos los 
regímenes jurídicos más comunes 
del dominio de los recursos mine­
rales: 

1) Fundario o de accesión. don­
de el dueño del suelo lo es a su vez 
del subsuelo. 

2) Liberal o de ocupación , don­
de los recursos minerales, al no ser 
de nadie, lo son del primero que los 
descubra y así los declare. 

3) Demanial o de dominio pú­
blico. donde los recursos del sub­
suelo son del Estudo que bien lo 
explota directamente o bien concede 
su explotación a particulares. 

La legislación espa1iola parece 
clara en este aspecto; la Ley de Mi­
nas del año 1973 señala en su ar­
ticulo 2° que los recursos geológicos 
son bienes de dominio público (y 
así parece que tumbién se exprcsar~i 
la futura ley de Bases de la Mineria 

que actualmente está preparando el 
Gobierno). Sin embargo. estudian­
do con detenimiento la Ley actual, 
se observa que, aun perteneciendo 
al grupo tercero de los enunciado .... 
el régimen jurídico del dominio de 
los recursos minerales tiene aspecto~ 
de los otros dl>s. Paru explicar esta 
aparente contradicción es necesario 
describir Ja agrupación que hace la 
legislación de los recursos mine­
rales: 

1) Recursos del grupo A, que 
comprenden uq uéllos de escaso 
valor económico. con un <írca pe­
queña de comercia li zación, o los 
que sólo sufren una fragmentación 
para su empico en obras de infraes­
tructura. 

2) Recur~os del grupo B. for­
mados por las aguas minerales y 
termales. las escombreras residuulcs 
y las estructuras subterráneas utili­
zadas para almacenaje o vaciado de 
producto:.. 

3) Recursos del grupo C que co­
rresponden a los minerales propia­
mente dichos y a los productos de 
cantera de importancia. 

4) Recursos dd grupo D. desga­
jados del grupo anterior por la Ley 
del año 1984. que corresponden a 
los minerales sólidos de valor ener­
gético (carbones. minerales radiac­
tivos. etc.) 
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5) Hidrocarb uros líquidos y ga­
seosos. 

Los cuatro primeros :.e regulan 
basicamente por la ya sc1ialada Ley 
de Minas del 73 y el último por la 
Ley de Il idrocarburos del año 1974. 
Pues bien. el dominio de los recur­
sos clasilícad()S en los grupos/\ y B 
tienen gran semejanza con el siste­
ma fundario al tener el dueño del 
terreno prioridad para su explota­
ción y el de los restantes grupo-. con 
el liberal, pues el primer particular 
que solicite su explotación tiene de­
recho a que se le conceda. siempre y 
cuando no exista reserva del Estado 
y el solicitante cumpla una serie de 
requisito~ (solvencia técnica y eco­
nómica, cte.). 

Para complicar aún más la!> co­
sas. son tres los permisos que con­
cede el Estado, correspondiendo a 
cada una de las tres etapas por las 
que atraviesa la explotación de un 
recurso: pcnmso de exploración. 
permiso de investigación y conce­
sión de explotación (se11s11 e.1rricrv). 
cada uno con un plazo determina­
do, el primero de un año prorroga­
ble a otro más, el segundo de tres 
años prorrogables y el último de 
treinta años prorrogables hasta no­
venta año11 corno máximo. S1 bien el 
Estado puede. por causa justificada. 
cancelar un permiso o una conce-

Corta de una mina de hierro en Alquile (Granada) 
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Extracción de sales potásicas en mina de Interior 

sión. en realidad es un hecho no 
demasiado frecuente. Por lo que. en 
la pr:Ictica. las minas son de quien 
las declare. que a su vez podrá tras­
m1t1rlas. arrendarlas o gravarlas por 
los cauces ordinarios de derecho. 

La concesión o cancelación de 
un permiso compele al Ministerio 
de Industria. y al de Economía y 
Hacienda el cobro de los tributos 
mineros (llamado Canon de Super­
ficie de Minas o Canon de Superfi­
cie de Hidrocarburos). para lo cual 
los órganos provinciales del M1n1s­
tcno de Industria (o en su ca'>o los 
de las Comunidades Autónomas 
q uc tengan transferidas estas com­
petencias) tienen que comunicar a 
los de Hacienda cualquier alta. baja 
o alteración de la titularidad de un 
derecho minero. excepto de lo~ re­
cursos A y B que no tributan. A su 
ve1. los órganos provinciales de 
Hacienda tienen que comunicar a 
los de Industria la propuesta de ca­
ducidad de un permiso o una conce­
sión por impago del Canon de Su­
perficie de Minas. Con los datos 
que recogen las dependencias de 
Gestión Tributaria, la Dirección 
General de Informática Tributana 

elabora anualmente un Padrón de 
Minas en el que figuran los princi­
pales datos tributario::. de cada uno 
de los permisos y concesiones en 
vigor. 

Con independencia de los Hi­
drocarburos líquidos y gaseosos 
(petróleo y gas natural), que tienen 
una tribulación por 1 la y año dife­
rente y que buena parte de la '<Uper­
ficie ocupada corresponde al mar 
territorial. y de los recursos clasifi­
cados en los grupo:. A y B que no 
tributan. la superficie declarada ac­
tualmente por los recursos clasifica­
dos en los grurios C y D es aproxi­
madamente de ~ millones de Ha 
para permisos de investigación y de 
I.6 millones de Hu para concesiones 
de explotación. según los datos del 
citado Padrón de Minas. 

Parece pues fricil la Larca de 
completar el Catastro con los datos 
de la titularidad de los derechos 
mineros: bastaría con trasvasar los 
datos del Padrón de Minas. Desgra­
ciadamente e~to no sería suficiente. 
No sólo porque al Padrón le fa ltan 
datos que serían de interés para el 
Cat:.istro (ausencia de los referentes 
a los recursos A y B y falla de indi-
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cación de la ::.iluación precisa de 
cada permiso o concesión) sino por­
que los que contiene no son del 
todo fiables. Sin llegar a la hiperbó­
lica y manida frase de que cualquier 
parecido con la realidad es mera 
coincidencia. sí se podría decir que 
el parecido del Padrón de Minas 
con la realidad deja mucho que de­
sear. En efecto, hay concesiones 
caducadas que aún siguen vivas en 
el Padrón a la vez que nuevos per­
misos de investigación no aparecen 
y otros que han pasado a concesión 
de explotación y que aún el Padrón 
no reílejti su nuevo estado y, sobre 
todo, concesiones que han cambia­
do su titu laridad no rccogicndose 
los datos identificativos de los nue­
vos titulares. 

¿Por qué tal situación? Porque 
todo censo. sea cual sea su impor­
tancia. necesita un continuo segui­
miento y depuración. Y son tan 
exiguos los ingresos que aporta al 
Tesoro el Canon de Superficie de 
Minas que es mínima la preocupa­
ción existente por tener este censo al 
día. Claro que, si el Estado no se 
preocupa de tener bien identificados 
a los titulares. el decir que los re-



cursos minerales son bienes de do­
minio público puede sona r a mera 
retórica . 

Un problema de distinto orden 
es la acumulación en manos estata­
les de derechos de ex plotación mi­
nera . El intervenci onismo estatal. 
por un lado, y el producto de em­
bargos a sociedades deudoras, por 
o tro, han sido las causas más co­
munes por las que han ido cayendo 
en tales manos derechos de minas 
que ni se explotan ni se tiene la me­
nor intención de explo ta rlas y que, 
a l tener su titularidad comprometi­
da, impiden que la iniciativa priva­
da pueda solicitar un permiso para 
investiga rlas. 

Se impone pues la depuración 
del actual Padrón de Minas (q ue no 
tiene porqué ser costosa) y, a su 
vez, la cuantificación de los títulos 
que, directa o indirectamente. está n 
en manos estata les y en completo 
cautiverio y olvido pa ra estudiar 
posteriomente la forma más conve­
niente de liberarlos. Así, a med ida 
que se vaya depurando, se podrán ir 
trasvasa ndo los datos de interés al 
Catastro. 

Vista parcial del 
poblado de Río 
Tinto (Huelva). 

Política territorial 

Por muchos inconvenientes que 
se puedan apunta r, siempre será be­
ne fi cioso para una comarca deter­
minada la existencia de recursos 
minerales. Otra cosa es que no se 
sepa n aprovechar los beneficios que 
a esa coma rca pueda a porta rle la 
minería. No es fácil imaginar a Viz­
caya como la primera provincia in­
dustrial de Espa fia desde comienzos 
del siglo si no hubiera Lenido mine­
ria y una proximidad a los puertos 
bri Lá nicos. Otras regiones mineras, 
po r con tra. una vez agoladas las ri­
quezas del subsuelo pa recen más 
países asolados por alguna plaga 
bíblica, con pueblos desiertos y 

campos horadados. que centros de 
a ntiguo esplendor. 

La preocupación po r evita r e l 
daño ambienta l es at:tua lmente una 
consta nte en la reglame11Lación de 
cua lquier actividad productiva. La 
minería. como el resto de la indus­
tria, está s ujeta a normas estrictas. 
Y, adem~ís de la normativa genera l, 
para evitar perjuicios estéLicos y 

geomorfológicos, sobre todo hoy 
día que se tiende a Ja minería a cie-
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lo abierto, por Rea l Decreto de Oc­
tubre del 82, en cumplimiento a lo 
ya dispuesto por la Ley de Minas. 
se obliga a l Litular de una concesión 
a presentar un plan de restauración 
y, una vez aprobado, se le da op­
ción a ejecutarl o él mismo o a en­
tregar peri ód icas can tidades de di­
nero a la Administración para que 
ésta sea la encargada de realiza rlo . 
Las Entidades Loca les interesadas 
deben , pues. tener acceso al segui ­
miento de la ejecución de estos 
planes. 

N o sólo la información geológi­
co-minera puede interesar a l Catas­
tro por sí misma. sino ta mbién pa ra 
poder abordar el estudio territorial 
de o tras actividades: agricultura, 
obras públicas, industrias extracti­
vas y transform adoras, etc. El Cen­
tro de Gestión Ca tasLra l debe tener 
un ca uce formal para incorpora r 
aq uella inl'o rmaci6n que pueda serle 
de interés y q ue disponga el Institu­
to Tecnológico Geominero de Es­
paña. 

En el capi tul o de la po lítica ur­
banística es conven iente recordar 
los beneficios que tradicionalmente 
ha a portado la minería. Los pobla-



dos mineros son frecuentemente 
ejemplos de pueblos bien trazados, 
algunos de los cuales hoy día, una 
vez abandonada la actividad mine­
ra, se han convertido en centros de 
recreo y vacación. Paradigma del 
buen hacer que por su exotismo es 
muy conocido (casas típicas ingle­
sas) es el llamado Barrio Obrero. si­
tuado en lo que hoy día es casi el 
centro de la ciudad de Huelva. 

Tributación 

Con independencia de la tribu­
tación general ( IVA, lm puesLo de 
Sociedades, Impuesto sobre Activi­
dades Económicas, etc.) y a la que 
obvia mente están sujetas las empre­
sas mineras, con alguna que otra 
peculiaridad (Lratamiento del lla ma­
do factor de agotamiento. por ejem­
plo). el único tributo que grava es­
pecíficamente la Lirularidad minera 
es e l llamado Canon de Superficie 
de Minas, cuyo importe viene deter­
minado únicamenLe en función de la 
superficie concedida, excepLo para 
los hidroca rburos líquidos y gaseo­
sos en los que, además de la super­
ficie, interviene el tiempo trans­
currido desde el otorgamiento del 
permiso. 

Cuando regia la anterior Ley de 
Minas (del año 44), dos eran los 
tríbulos que gravaban la minería: el 
Canon de Superficie de Minas y el 
impuesto sobre el ProducLo Bruto. 
el primero con unas caracterisLicas 
similares al actual y el segundo de­
Lermi nado por un 3 por 100 so bre el 
valor de venLa y con un Recargo 
Municipal que podía llega r al 0,48 
por 100 de tal valor. 

La Reforma Tributaria del 64 
incidió claramente sobre estos tribu­
tos. El Canon de Superficie pasó a 
definirse como tasa fiscal, y así fue 
recogido en el Texto Refundido de 
Tasas Fiscales (diciembre 66), y el 
Impuesto sobre el Producto Bruto 
desapareció por Ley del año 66. Los 
Ayuntamientos recibirían una com­
pensación por la ausencia de estos 
ingresos. que finalizó en el 88. 

En la actualidad, tanto la Ley de 
Hidrocarburos (1974) como la Ley 

de Fomento a la Minería (1977), 
que desarroll ó los aspectos fiscales 
de la Ley de Minas (1973), contem­
plan únicamente el Canon de Super­
ficie de Minas. 

La reciente Ley de Tasas y Pre­
cios Públicos (abril 89) define, entre 
otros, como precio público a las 
contraprestaciones pecuniarias que 
satisfagan por la utilización privati­
va del dominio público, por lo que 
se entiende que en los recursos mi­
nerales se refiere al Canon de Su­
perficie, única contraprestación por 
tal utilización. La misma Ley, al de­
finir la cuantía, señala que el im­
porte del precio público se fijará 
tomando como referencia e l valor 
del mercado o el de la utilidad deri­
vada. A continuación la Ley expre­
sa que. en los supuesLos de pennisos 
y concesiones de minas e hidrocar­
buros, se tendrá en cuenta la super­
ficie objeto del derecho. De lodo lo 
cual parece desprenderse que el ac­
tual canon se podría modificar de 
fonna que no sólo se determinara 
en función de la superficie (con­
dición necesa ria ) sino también e n 
función del valor del mineral conte­
nido. 

Pero, ¿convendría una reforma 
del actual canon? Probablemente sí, 
tanto en la actualización del precio 
unitario por Ha y año (invariable 
desde el año 78), como en la in­
troducción de otros factores en el 
C<llculo de su cuantía. Sin enLrar en 
demasiados detalles que saldrían 
fuera del propósito de este artículo, 
baste decir que la recaudación ac­
tual por el Canon de Superficie es 
alrededor de 155 millones de pesetas 
por los recursos minerales de los 
grupos C y D y de 30 millones por 
los hidrocarburos, en total menos 
de 200 millones para una produc­
ción valorada en bastante más de 
400 mil millones de pesetas. 

Consecuencia de esta baratura 
del Ca non de Superricie es el man­
tenimienlo de títulos sin propósiLo 
de explotación, pues aunque la Ley 
de Minas da facultades a Ja Admi­
nistración para cancelar un permiso 
o concesión por incumplimiento de 
los planes presentados. en la prácti­
ca es una situación que no se pro-
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Transporte interior en una mina de 
carbón 

duce con la frecuencia necesari a. 
Aunque también es obligado seña­
lar que una tribulación excesiva, 
dada la incertidumbre que siempre 
encierra la minería , podría ocasio­
nar el abandono de la investigación 
del subsuelo por parte de la inicia­
tiva privada. 

Para ver con claridad que el Ca­
non de Superlicie no corresponde a 
la utilidad derivada de los recursos 
minerales es sufícient'e observar la 
relación existenLe, provincia a pro­
vincia. entre el valor de la produc­
ción minera y la recaudación por 
las concesiones de explotación. La 
disparidad que se observa es asom­
brosa. Así. si en Cáceres se produ­
cen 250 pesetas y en Cuenca 350 
por cada peseta recaudada, en Ba­
leares se producen 2 1.000 y en Ali­
cante 66.000. O dicho de otro mo­
do, en Cáceres se cobran 4 pesetas 
por cada mil pesetas producidas, 
mientras que en Alicante sólo se 
cobran 1,5 céntimos. 

Que el Canon de Superficie ne­
cesite una modificación es algo que 
al Catastro puede interesarle sólo 
muy remotamente, pero lo que sí le 
atañe de forma más cercana es con­
seguir, si se llevase a cabo la modi­
ficación (y ahora sería buen mo­
mento con la redacción de la Ley de 
Bases de la Minería), que la cuanLía 
del tributo, aparte de penalizar a las 
Concesiones inactivas, relleje el 
valor de la mina para poder alcan­
zar así uno de los reLos del Catas­
tro: emplear un valor único de cada 
bien para todos los tributos. 
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